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Resumen: El presente artículo tiene como objetivo evaluar la defensa procesal de los pueblos 

indígenas amazónicos en la Corte Interamericana de Derechos Humanos a efectos de 

determinar su legitimidad, funcionalidad y consecuencias, tomando en cuenta el elevado 

impacto que ha provocado la reinterpretación de algunos derechos que deben evaluarse tanto 

en forma individual como colectiva. En este sentido, los criterios de evaluación en materia 

de propiedad comunal, protección del ambiente y ecosistema circundante a la comunidad, el 

derecho a la consulta previa, los derechos socioculturales y lingüísticos, el derecho a la salud, 
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el derecho a la educación y a la protección de derechos de personas en situación de 

vulnerabilidad permite apreciar el contexto de la defensa legal en el ámbito de la 

representación. Las contradicciones de posiciones, de argumentos y derechos entre los 

pueblos indígenas amazónicos en contraposición a los intereses del Estado permiten evaluar 

aspectos procesales que finalmente inciden en los criterios de interpretación de derechos y 

cuyo impacto puede afectar la cosmovisión amazónica que es diferente a la que se registra 

en otros ambientes geográficos como en los andes o en zonas costeras o respecto de otros 

grupos vulnerables en Latinoamérica. 

 

Palabras clave: Derecho Convencional, derecho de grupos vulnerables, derecho procesal 

convencional, derechos de poblaciones indígenas, derechos humanos y Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos. 

 

Abstract: The objective of this article is to evaluate the procedural defense of the Amazonian 

indigenous peoples in the Inter-American Court of Human Rights in order to determine its 

legitimacy, functionality and consequences, taking into account the high impact that the 

reinterpretation of some rights that must be evaluated has caused. both individually and 

collectively. In this sense, the evaluation criteria regarding communal property, protection of 

the environment and ecosystem surrounding the community, the right to prior consultation, 

socio-cultural and linguistic rights, the right to health, the right to education and protection 

of rights of people in vulnerable situations allows us to appreciate the context of legal defense 

in the field of representation. The contradictions of positions, arguments and rights among 

the Amazonian indigenous peoples in opposition to the interests of the State allow the 

evaluation of procedural aspects that ultimately affect the criteria for interpreting rights and 

whose impact may affect the Amazonian worldview that is different from the one that is 

registers in other geographic environments such as in the Andes or in coastal areas or with 

respect to other vulnerable groups in Latin America. 

 

Keywords: Conventional Law, right of vulnerable groups, Conventional Procedural Law, 

rights of indigenous populations, human rights, Inter-American Human Rights System. 
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I. INTRODUCCIÓN 

Los estudios sobre poblaciones indígenas en Latinoamérica suelen enfatizar el aspecto 

sustantivo de los derechos que les atribuyen a las comunidades descendientes de las 

poblaciones originarias que existían en la región antes de la llegada de los europeos en 1492. 

En este sentido, desde varias especialidades se ha enfatizado el análisis de temas complejos 

como también individualizados en función a la coyuntura, en particular cuando la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH, en adelante) ha emitido una decisión, 

cuyo efecto al ser extensivo a toda la región, implica una condición vinculante. 

Desde la perspectiva del derecho constitucional se han evaluado la mayor de estudios 

sobre pueblos indígenas, en complemento con las disciplinas de sociología y antropología 

jurídica, especialmente cuando se evalúa el contexto del pluralismo jurídico, que se registra 

en varios países de la región, especialmente donde hay una mayor población descendiente de 

los pueblos originarios, como ocurre en México, Guatemala, Perú, Bolivia y Ecuador.2  

Sin embargo, el análisis de otros aspectos jurídicos vinculados al ámbito del derecho 

civil, del derecho penal o de especialidades jurídicas próximas a los contextos de relación de 

las poblaciones indígenas, como el derecho de telecomunicaciones, la permisiología, derecho 

minero, regulación de derechos de producción de hidrocarburos, gas o petróleo, derecho 

comercial, entre otras, no suelen provocar la misma intensidad de estudios porque se asume 

que estas condiciones no son determinantes. 

Un error frecuente que no toma en cuenta que el contexto de las poblaciones indígenas 

puede evaluarse en una multiplicidad de situaciones, en particular porque es posible evaluar 

el derecho como disciplina en un ámbito multidisciplinario y a la misma vez, 

interdependiente, sobre la cual el análisis de elementos conceptuales propios de la 

identificación de la naturaleza jurídica de algunas premisas podría ayudar a mejorar la 

relación entre el derecho oficial y la cosmovisión jurídica de las poblaciones indígenas. 

En este sentido, el análisis de derechos de naturaleza individual a favor de una 

comunidad o de un conjunto indeterminado de personas, sobre las cuales se desarrollan los 

intereses difusos, no cuentan con estudios especializados desde la perspectiva civil o procesal 

civil y con ello se deja de lado el estudio de instituciones jurídicas como la “legitimidad e 

 
2 RODRÍGUEZ-PIÑEOR ROYO, Luis, “La OIT y los pueblos indígenas en el derecho internacional. Del 
colonialismo al multiculturalismo”, Revista Trace, no. 46, 2018, p. 59. 
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interés para obrar” o el análisis del “derecho de acción”, en función al modo en el cual se 

ejecuta una acción legal en un contexto judicial o administrativo. 

En este sentido, la evaluación de consecuencias jurídicas respecto del modo en el cual 

se desarrolla una conducta procesal en un trámite administrativo o judicial puede provocar 

dos condiciones totalmente ajenas, en particular cuando en la misma comunidad no todos 

cuentan con los mismos niveles de comprensión de sus derechos, respecto de la “acción 

colectiva” y en estos ámbitos, la propia legitimidad del Estado ante su población en función 

a la atención de sus necesidades puede quedar anulada.3 

En este ámbito, la evaluación de condiciones jurídicas derivadas de la acumulación 

procesal, del análisis del litisconsorcio o las responsabilidades por conductas de mala fe, 

maliciosas, temerarias o criminales, tampoco son evaluadas, generándose un vacío de 

criterios de evaluación, interpretación y aplicabilidad, que inclusive en la misma doctrina 

convencional no se ha evaluado porque se parte de la visión jurídica occidental que se ha 

desarrollado desde la época de la colonización europea. 

Bajo estos parámetros se presenta un texto bajo una metodología derivada de un 

estudio cualitativo, descriptivo y causal basada en el análisis de la jurisprudencia de la Corte 

IDH y en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (Sistema IDH, en adelante), las 

cuales son las unidades de evaluación.4 

El objetivo de este estudio ha sido evaluar el modo en el cual las poblaciones 

indígenas amazónicas han participado en los procesos convencionales, en función a la 

defensa de sus intereses y de cómo el acceso a la justicia en el ámbito supra nacional no toma 

en cuenta el contexto socio cultural y jurídico de las poblaciones indígenas amazónicas, que 

deben sujetarse a los parámetros jurídicos occidentales, porque inclusive su participación no 

se ha ejecutado bajo el uso de sus idiomas vernaculares.5 

 
3 BERMÚDEZ-TAPIA, Manuel, “Legitimidad de la legislación en el Estado de Derecho”, en MARTÍNEZ 
LAZCANO, Alfonso Jaime e ISLAS COLÍN, Alfredo (Eds.), Derechos humanos y su interacción en el Estado 
Constitucional, Ediciones Nueva Jurídica, Bogotá, 2018, p. 167. 
4 CORTE IDH. Otros tratados” objeto de la función consultiva de la Corte (art. 64 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva 1/82 del 24 de septiembre de 1982. Voto razonado del Juez 
Sergio García Ramírez en el Caso Masacre Plan de Sánchez vs. Guatemala. Sentencia del 19 de noviembre de 
2004.  
5 SEMINARIO HURTADO, N., CASTILLO GAMARRA, W. & BUENDÍA CASAFRANCA, R., “Los 
derechos lingüísticos de los pueblos indígenas en el Perú: avances y desafíos”, Revista Jurídica IURA, vol. 5 
Iss. 1, 2020, p. 169. 
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La evaluación de principios, instituciones y conceptos jurídicos derivados del 

contexto procesal en una perspectiva complementaria e interdependiente de variables 

constitucionales, penales, ambientales, civiles y del derecho internacional, permite generar 

una apreciación sobre el ámbito procesal convencional respecto de las poblaciones indígenas, 

que en el presente texto queda limitado a las poblaciones amazónicas sin dejar de lado la 

interpretación de los fallos derivados de otras comunidades equivalentes. 

 

II. LA IDENTIFICACIÓN DEL OBJETO DE ESTUDIO EN EL PRESENTE 

TEXTO 

Consideramos oportuno delimitar la investigación sólo respecto de los pueblos indígenas 

amazónicos especialmente porque existe un ecosistema mucho más orgánico y la ubicación 

territorial permite detallar que asumen las mismas condiciones socio culturales, económicas, 

políticas y lingüísticas, con lo cual se puede identificar una multiplicidad de pueblos, pero 

todos ellos con una característica similar.6 

En este sentido, los demás pueblos indígenas asumen diferencias que pueden 

detallarse en: 

a) En el ámbito geográfico, en Latinoamérica es posible identificar pueblos indígenas 

en Mesoamérica, tanto en zonas andinas como en zonas costeras tomando en cuenta 

que en México hasta Panamá existe esta condición.  

En Sudamérica, el contexto es mucho más extendido y en esta región es posible incluir 

a las poblaciones de afrodescendientes en particular en Colombia, Ecuador, Perú y 

Bolivia.  

En este sentido, es posible identificar pueblos indígenas en Los Andes, situación que 

implica una multiplicidad de áreas geográficas que van desde el norte de Colombia 

hasta la Patagonia. Bajo esta referencia, las pampas de Argentina y en la zona norte 

de Argentina es posible identificar pueblos indígenas. En la zona del Paraná entre 

Paraguay, Argentina y Brasil es otra región en la cual los pueblos indígenas registran 

presencia. 

 
6 COMISIÓN IDH. “La situación de los derechos humanos de los indígenas en las Américas”, 
OEA/Ser.L/VII.108, doc. 62, del 20 octubre 2000. Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 23, 
6 de abril de 1994.  
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En el ámbito costero, desde Venezuela hasta Chile el registro de poblaciones 

indígenas son una constante y a ellos se les agrega una condición de identificación 

excluyente de otras comunidades, con lo cual el contexto de evaluación hubiera 

significado un factor complejo de evaluación. 

b) En el ámbito socio cultural y económico. 

Tomando en cuenta el punto precedente, sólo en la región amazónica es posible 

identificar un factor homogéneo entre las poblaciones indígenas, situación que ha 

permitido detallar que la realidad de la cuenca del río Amazonas es un factor que 

genera una referencialidad equivalente a varios pueblos indígenas. 

En forma complementaria, todos estos pueblos desarrollan una cosmovisión 

equivalente o relacionada en función al ecosistema al cual consideran un sujeto de 

derechos y un ente autónomo, situación que permite detallar un factor de cohesión. 

Una referencia que se traduce en el mismo modo en el cual se cosechan los productos 

comestibles que en caso de verse condicionados por corrientes de agua contaminada 

extiende el problema a otros ámbitos.7  

c) En el ámbito económico y político. 

Es posible detallar que casi todas las poblaciones indígenas amazónicas son afectadas 

por los mismos problemas ambientales, territoriales y políticos, en particular por la 

extracción de recursos de sus zonas de dominio.8  

Consecuentemente, la delimitación de la población que es objeto de estudio, permite 

un análisis detallado de cómo es que las decisiones de la Corte IDH pueden tener un 

efecto multiplicador. 

 

  

 
7 BERMÚDEZ-TAPIA, Manuel, “La producción de alimentos nativos como inversión social para garantizar el 
derecho a la alimentación de poblaciones vulnerables en el Perú”, en AGUILAR CAVALLO, G. (Coord.), El 
derecho a la alimentación. Perspectiva Nacional y Latinoamericana, Tirant lo Blanch, Valencia, 2021b, p. 177. 
8 ESTUPIÑAN-SILVA, Rosmerlín, “Pueblos indígenas y tribales: la construcción de contenidos culturales 
inherentes en la jurisprudencia interamericana de derechos humanos”, Anuario mexicano de derecho 
internacional, no. 14, 2014, p. 581. 
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III. DESDE EL DERECHO PROCESAL CONVENCIONAL: ANÁLISIS DE LA 

JURISPRUDENCIA EMITIDA 

El análisis de la jurisprudencia de la Corte IDH (2018) permite detallar una serie de casos en 

los cuales los criterios de evaluación se han expuesto sobre todo en cuatro ámbitos 

esenciales:9 

a) Respecto de las partes en controversia. 

Un aspecto muy referencial en la jurisprudencia evaluada es que se trata de 

“controversias” en las cuales se identifica a una parte procesal pero no se toma en 

cuenta que la mayor parte de comunidades o pueblos indígenas asumen la misma 

condición de referencia, en particular por que “otras” comunidades pueden estar 

próximas en el ámbito territorial. 

En este sentido, el valor geográfico no suele ser determinante en el ámbito de la 

evaluación y con ello no se ha logrado determinar ningún caso de “acumulación” de 

procesos ante el mismo país, como si se tratara de que sólo existen “unas” 

comunidades afectadas. 

Esta visión responde a la perspectiva occidental de la legitimidad para obrar y por ello 

es que se asume un criterio incorrecto respecto de las “partes afectadas” por cuanto 

el mismo nivel de afectación la puede asumir otro pueblo, más aún cuando las 

proximidades territoriales permiten presumir que se trata de la misma situación que 

puede ser extendida. 

Eventualmente, la perspectiva de la obligatoriedad de la decisión de la Corte IDH 

permite proyectar que su decisión puede ser favorable para las demás comunidades 

que se encuentran próximas a la comunidad indígena afectada, ejecutante de las 

acciones judiciales tanto en sede nacional como a nivel convencional.10 

b) Respecto del objeto de evaluación en instancia supra nacional. 

 
9 BERMÚDEZ-TAPIA, Manuel, “La defensa de los derechos comunitarios en la jurisprudencia constitucional 
peruana”, en CUCARELLA GALIANA, Luis Andrés (Dir.), Derecho procesal convencional, el nuevo desafío 
de la Justicia Constitucional, Ediciones Nuevas Jurídica, Bogotá, 2016b, p. 539. 
10 AGUILAR, G.; ALGARÍN, G; ARCARO, L., BERMÚDEZ, M.; GARAT, P.; MENDIETA, D., El control 
de convencionalidad: Ius Constitucionale Commune y diálogo judicial multinivel latinoamericano, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2021, p. 25.  
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El inicio de una acción procesal en el ámbito supra nacional genera la ejecución de 

un procedimiento convencional cuyo impacto será de carácter regional.11 

Sin embargo, en este punto téngase en cuenta que la mayor parte de criterios de 

evaluación analizados tratan sobre asuntos extensibles a otros ámbitos territoriales, 

por cuanto el territorio, la defensa del ecosistema o el resguardo por los recursos 

vinculados al ámbito territorial permiten proyectar que en el ámbito amazónico 

resulta imposible de “atomizar” el ámbito del efecto de una decisión en la Corte IDH. 

No se ha observado en el ámbito convencional, que alguna comunidad indígena haya 

planteado acumular su posición a una controversia en trámite, más aún cuando se 

tratan de comunidades próximas geográficamente que han sido afectadas por las 

mismas consecuencias.  

En este sentido, las actividades extractivas de recursos minerales, de gas, de 

hidrocarburos o naturales no se limitan a entornos excluyentes, especialmente en 

zonas amazónicas, donde los impactos ambientales por la ejecución de estas 

actividades pueden extenderse a otros ámbitos. 

En este sentido, resulta inconsecuente que a la fecha no se haya tomado en cuenta que 

el impacto ambiental negativo generado por la ejecución de actividades de extracción 

no puedan extenderse a otros ámbitos geográficos por el traslado de minerales 

pesados y agentes contaminantes, como el plomo o el mercurio, por la acción propia 

de las corrientes de agua en las cuencas hidrográficas.  

Bajo esta misma perspectiva, poblaciones amazónicas del Atlántico, donde no se 

registra mucha actividad extractiva, pueden asumir las mismas consecuencias que 

asumen las comunidades indígenas ubicadas en ceja de selva en Los Andes o en zonas 

del interior del Amazonas, porque esta cuenca hidrográfica tiene impacto ambiental 

en casi toda Sudamérica. 

c) Respecto de la atención de derechos desde una visión jurídica occidental. 

A los pueblos indígenas en el ámbito convencional se les trata como una “comunidad” 

y por tanto se les aplica el criterio de tener una representación única y excluyente a 

otras comunidades, cuando en esencia dicha perspectiva es sólo occidental. 

 
11 CASTILLO CÓRDOVA, Luis, “La relación entre el derecho nacional y el derecho convencional como base 
del control de convencionalidad”, Estudios constitucionales, no. 17, 2019, p. 15. 
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El nivel de desprotección de muchas comunidades indígenas amazónicas es una 

constante en el ámbito procesal nacional como convencional y ello permite detallar 

que las “comunidades” que están en un trámite convencional, procesal y sustantivo, 

sólo “evalúan” derechos aplicables a la delimitación legal de la controversia. 

La Corte IDH ha tenido mucho cuidado con la evaluación de estos derechos en los 

últimos años y sólo recientemente ha logrado comprender el impacto colectivo y 

difuso de sus decisiones ante el resto de las comunidades indígenas amazónicas. 

Téngase en cuenta que, en este ámbito, es de reciente data la tutela de derechos de 

comunidades indígenas andinas, comunidades de afrodescendientes y comunidades 

con características étnicas campesinas (no indígenas en estricto sentido). 

La equivalencia de condiciones es sólo reciente y por eso a los pueblos 

afrodescendientes se les considera bajo las mismas condiciones de los pueblos 

indígenas porque eventualmente el nivel de violencia con la cual fueron extraídas de 

África, el proceso de esclavitud y el proceso de inclusión social violento en sus 

propios países permite detallar una condición equivalente a la generada por los 

pueblos indígenas, pese al hecho de no tener un origen étnico o geográfico en espacio 

Latinoamericano.  

d) Respecto de la evaluación de derechos que pueden ser derivados en forma 

complementaria a otras comunidades y respecto de los integrantes de la misma 

comunidad. 

La evaluación de derechos en el ámbito individual o colectivo, no suele ser 

referenciado en las decisiones de la Corte IDH, en particular porque se asume que lo 

colectivo incidirá en los individuos de la comunidad.12 

No se toma en cuenta que los individuos de una comunidad indígena son parte de un 

ecosistema y cosmovisión que se desarrolla en forma simbiótica y complementaria. 

En este sentido, los procesos de regulación de derechos derivados de la territorialidad 

pueden ser negativos a los intereses de las poblaciones indígenas porque ello podría 

provocar la pérdida gradual de su espacio de desarrollo geográfico y esto porque el 

 
12 BERMÚDEZ-TAPIA, Manuel, “La incidencia de los derechos individuales en el contexto familiar como una 
proyección de un nuevo modelo de evaluación de derechos sociales”, en AGUILAR CAVALLO, Gonzalo y 
NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto (Coords.), La evolución de los derechos sociales en un mundo global, Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2021a, p. 487. 
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diálogo entre sistemas normativos en un país puede provocar condiciones negativas 

para quienes tienen menos condiciones de desarrollar sus derechos, conforme sus usos 

tradicionales. 

 

Generamos estas referencias en base a la evaluación de las siguientes jurisprudencias: 

a) Corte IDH. Caso Aloeboetoe vs. Surinam, sentencia del 10 de septiembre de 1993.  

b) Corte IDH. Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua, sentencia 

de 31 de agosto de 2001. 

c) Corte IDH. Caso Baena Ricardo vs. Panamá, sentencia del 2 de febrero de 2001.  

d) Corte IDH. Caso Masacre Plan de Sánchez vs. Guatemala, sentencia del 19 de 

noviembre de 2004.  

e) Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay, sentencia del 17 de 

junio de 2005.  

f) Corte IDH. Caso Yatama vs. Nicaragua, sentencia del 23 de junio de 2005.  

g) Corte IDH. Caso Comunidad Moiwana vs. Surinam, sentencia del 15 de junio de 

2005. 

h) Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay, sentencia del 29 

de marzo de 2006.  

i) Corte IDH. Caso López Álvarez vs. Honduras, sentencia del 1 de febrero de 2006.  

j) Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, sentencia del 28 de noviembre 

de 2007.  

k) Corte IDH. Caso Tiu Tojín vs. Guatemala, sentencia del 26 de noviembre de 2008.  

l) Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay, sentencia de 24 

de agosto de 2010. 

m) Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador, sentencia de 27 

de junio de 2012. 

n) Corte IDH. Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca 

del Río Cacarica (Operación génesis) vs. Colombia, sentencia de 20 de noviembre de 

2013.  

o) Corte IDH. Caso Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus 

miembros vs. Panamá, sentencia de 14de octubre de 2014. 
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p) Corte IDH. Caso Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam, sentencia de 25 de noviembre 

de 2015. 

q) Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros vs. Honduras, 

sentencia de 8 de octubre de 2015.  

r) Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus miembros vs. 

Honduras, sentencia de 8 de octubre de 2015.  

s) Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Xucuru y miembros vs. Brasil, sentencia de 5 de 

febrero de 2018. 

t) Corte IDH. Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat 

(Nuestra Tierra) vs. Argentina, sentencia de 24 de noviembre de 2020. 

 

Sobre la cual es posible detallar algunas condiciones características de las decisiones 

de la Corte IDH sobre poblaciones indígenas: 

a) Existen elementos de identificación a favor de Pueblos o Comunidades Indígenas 

porque ello garantiza una primera condición de respeto y garantía por la evaluación 

de derechos en forma objetiva e imparcial, sin asumir una condición favorable a los 

Estados de forma automática. 

b) La jurisprudencia en todos los casos ha empleado los idiomas de trabajo13 de la Corte 

IDH y se observa que no hay registros documentarios en los cuales los pueblos 

indígenas se hayan comunicado en su propio idioma ante el Estado14 agresor en el 

ámbito de alguna audiencia en el procedimiento convencional, tanto en la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (Comisión IDH, en adelante) como en la Corte 

IDH.15 

c) En el ámbito de la evaluación de los aspectos de fondo, se observa la especial 

diligencia en no abordar el contexto del pluralismo legal porque el Sistema IDH, se 

basa en una condición normativa establecida por los Estados Latinoamericanos al 

 
13 BERMÚDEZ TAPIA, Manuel y SEMINARIO HURTADO, Nuccia, “La participación de niños preescolares 
vernáculos hablantes en un proceso judicial”, Gaceta Constitucional & Procesal Constitucional, no. 152, 2021, 
pp. 86-96. 
14 Ibídem, p. 87. 
15 SEMINARIO HURTADO, Nuccia, “Protección internacional del derecho al idioma y al intérprete de los 
pueblos originarios”, Revista Direitos Sociais e Políticas Públicas (UNIFAFIBE), no. 3, vol. 8, 2020, p. 982. 
Disponible en: https://tinyurl.com/ypk82fuh 
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regular el ámbito jurisdiccional que se desprende la Organización de Estados 

Americanos, con lo cual podemos detallar que esta condición responde 

principalmente a una situación de vinculación con los Estados, porque estos son 

quienes pueden asumir una condición a favor de los pueblos indígenas en sus 

jurisdicciones.16  

 

IV. LA EVALUACIÓN DE LA REPRESENTACIÓN PROCESAL DE LOS 

PUEBLOS AMAZÓNICOS EN LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 

HUMANOS 

Tomando en cuenta un contexto preliminar, la evaluación de los derechos de las poblaciones 

indígenas debe ser evaluado en forma interdisciplinaria y transversal, especialmente porque 

se generan varias condiciones afines y contradictorias,17 especialmente en: 

a) El contexto económico. 

Los intereses de los gobiernos latinoamericanos, por regla general, se opone a los 

intereses de los Pueblos Indígenas, como antagonistas naturales, esencialmente en el 

ámbito de la administración, tenencia, distribución y gestión de recursos naturales 

ubicados en territorios en donde ambas posiciones tienen intereses contrapuestos. 

Esta condición permite detallar el escaso desarrollo de la consulta previa en el Perú, 

respecto de la explotación o exploración de zonas o territorios en los cuales se genera 

una extracción de recursos que pueden ser biológicos, minerales, gasíferos o de 

minería no metálica.18 

b) El contexto socio económico. 

En los territorios en las cuales se ejecutan proyectos de inversión tanto en minería 

como en otra actividad extractiva, se desprende un impacto negativo y sostenible en 

 
16 RODRÍGUEZ-PIÑEOR ROYO, Luis, “La OIT y los pueblos indígenas en el derecho internacional. Del 
colonialismo al multiculturalismo”, Revista Trace, no. 46, 2018, p. 59. 
17 BERMÚDEZ-TAPIA, Manuel, “La incidencia de los derechos individuales en el contexto familiar como una 
proyección de un nuevo modelo de evaluación de derechos sociales”, en AGUILAR CAVALLO, Gonzalo y 
NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto (Coords.), La evolución de los derechos sociales en un mundo global, Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2021a, p. 487. 
18 BERMÚDEZ-TAPIA, Manuel, “La ley de consulta previa en el Perú”, en AGUILAR CAVALLO, Gonzalo 
(Dir.), Evaluación medioambiental, participación y protección del medio ambiente, Librotecnia, Santiago de 
Chile, 2013, p. 587. 
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el tiempo que afecta a la población local, que esencialmente registra niveles de 

pobreza extremos. 

Los niveles de pobreza endémica suelen ser recurrentes y por ello los gobiernos 

nacionales asumen una condición contraria a la defensa de los derechos de las 

comunidades ubicadas en estos territorios porque estos tienen una condición de 

invisibilidad frente a la realidad nacional, usualmente urbana. 

c) El contexto político. 

Vinculado a contextos de tráfico de influencias entre los sectores gubernamentales y 

las empresas que requieren contar con el apoyo político y permisos administrativos 

para ejecutar sus actividades.  

d) El contexto cultural. 

La actividad extractiva en las zonas andinas o amazónicas ha provocado la interacción 

de la población local con el resto de la población del país y ante ello, los procesos de 

migración y también de mestizaje afectan la propia identidad y desarrollo de los 

Pueblos Indígenas, bajo riesgo de perder un valor cultural histórico.  

e) El contexto de la atención de servicios públicos. 

De forma proporcional a las condiciones de pobreza endémica la mayor parte de 

territorios de poblaciones indígenas amazónicas, los niveles de atención de servicios 

públicos son limitados. 

Condición que permite la ejecución de actividades contrarias a los intereses de estas 

comunidades y permite que los gobiernos nacionales puedan asumir una condición 

negativa, tal como la expuesta por Alan García Pérez quien trató a las comunidades 

de la región de Amazonas en el Perú como ciudadanos de segunda categoría y ejecutó 

una masacre a los indígenas en la “revuelta de Bagua (Baguazo)” calificado como 

delito de lesa humanidad en el ámbito judicial peruano.19 

Sobre lo detallado, las contradicciones resultan comunes y por ello los conflictos 

sociales y políticos que provocan procesos judiciales en el ámbito nacional y cuando 

los sistemas judiciales no logran ejecutar una evaluación diligente de los intereses de 

los “otros”, es que la recurrencia a la Corte IDH resulta necesaria.  

 
19 ESTUPIÑAN-SILVA, Rosmerlín, “Pueblos indígenas y tribales: la construcción de contenidos culturales 
inherentes en la jurisprudencia interamericana de derechos humanos”, Anuario mexicano de derecho 
internacional, no. 14, 2014, p. 582. 
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V. CONCLUSIONES 

En forma conclusiva es posible detallar las siguientes referencias: 

a) Existe una aparente invisibilidad de los pueblos indígenas amazónicos en las 

decisiones de la Corte IDH porque no se asume que las decisiones que este órgano 

jurisdiccional supra nacional puede generar un impacto mucho más ejecutivo y 

directo sobre las direcciones de los gobiernos nacionales en los países que no han sido 

parte en un caso determinado. 

En este ámbito, esa aparente condición negativa se corrige de forma extraordinaria 

sobre la base del carácter vinculante de las decisiones y ante ello surge una condición 

positiva que se extiende a países que no han sido parte procesal y a pueblos indígenas 

que no han sido parte afectada, especialmente cuando se han analizado temas como 

la “territorialidad”, “las condiciones ambientales” y los derechos de “propiedad 

colectiva”.20 

b) La accesibilidad al Sistema IDH puede ser interpretado como limitativo, pero se debe 

tener en cuenta que esta jurisdicción es residual y se aplica en forma excepcional, por 

tanto, es posible detallar que toda situación judicial o procesal que pueda tener 

implicancias en un orden superior a la jurisdicción nacional requiere de ser 

interpretado en forma especial.  

En este punto, corresponde a las organizaciones de las sociedades civiles de los países 

vinculados al ámbito amazónico los que pueden coadyuvar a la defensa de los 

derechos de los pueblos indígenas amazónicos en particular porque el trámite de los 

procesos judiciales internos y a nivel convencional requieren de una amplia 

experiencia profesional y la ejecución de un presupuesto extraordinario porque 

esencialmente se deben ejecutar trámites administrativos y judiciales con entidades 

cuya referencia económica e institucional suelen registrar acciones de defensa legal 

sostenibles a nivel de relación con los gobiernos nacionales.  

Nótese que, en estos contextos, los trámites judiciales suelen implicar una condición 

negativa porque al implicar la ejecución de recursos económicos extraordinarios, la 

tutela efectiva puede quedar relativizada en varios trámites judiciales que amplían 

 
20 NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto, “El uso del derecho convencional internacional de los derechos humanos 
en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional chileno en el período 2006-2010”, Revista chilena de derecho, 
no. 39, 2012, p. 149. 
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negativamente el proceso judicial tanto en sede nacional como en el ámbito supra 

nacional, con lo cual se anula el concepto del plazo razonable.21 

c) Los pueblos indígenas deben recurrir a los órganos jurisdiccionales nacionales a 

efectos de tutelar sus derechos de forma inmediata a los hechos, situación que permite 

la ejecución de varias acciones judiciales, que pueden derivar en: 

i. Procedimientos administrativos. 

ii. Procesos cautelares seguidos de procesos civiles en el ámbito de la tutela de 

derechos constitucionales.  

iii. Procesos cautelares seguidos de procesos constitucionales en el ámbito de la 

tutela de derechos constitucionales.  

iv. Procesos en órganos jurisdiccionales ordinarios y constitucionales. 

v. Procesos en juzgados de competencia diferenciada y en instancias diferenciadas. 

vi. Procesos judiciales en la jurisdicción penal, en la cual se requiere haberse 

constituido en tercero civil, especialmente cuando la población afectada puede 

ser compensada por la ejecución de un hecho que ha afectado los bienes jurídicos 

tutelados en la legislación penal que pueden ser identificados a nivel individual 

o colectivo e inclusive a nivel difuso, como sucede con los casos de afectación al 

ecosistema por acción negligente en la evaluación, transporte o vertimiento de 

productos químicos, de hidrocarburos o metales pesados en corrientes de agua o 

en espacios próximos a los territorios de comunidades indígenas amazónicas. 

 

Como se puede detallar, el contexto del derecho convencional en la evaluación de 

derechos de pueblos indígenas amazónicos reviste de una importancia superlativa y permite 

proyectar un futuro mucho más prometedor a aquellas naciones existentes desde antes de la 

época colonial en Latinoamérica.  

 

  

 
21 BERMÚDEZ-TAPIA, Manuel, “Derechos Humanos en el ámbito judicial. La tutela del plazo razonable y de 
la economía procesal”, en ESCALANTE LÓPEZ, Sonia; ARMIENTA HERNÁNDEZ, Gonzalo; DE 
DIENHEIM BARRIGUETE, Cuauhtémoc; LÓPEZ CASTRO, Marín y MARTÍNEZ LAZCANO, Alfonso 
(Coords.), Derecho procesal convencional y la inconvencionalidad. Textos jurídicos en homenaje a Dr. 
Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, Editorial Porrúa, México, 2016a, p. 319. 
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